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Dentro de este marco jurisprudencial no se 
entiende cómo, mediante Sentencia C-400 de 2013 
(Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla), la 
misma Corte Constitucional, al estudiar una demanda 
de inconstitucionalidad entre otros, contra parte del 
artículo 189 de la Ley 1437 de 2011 relativo a los 
efectos de las sentencias proferidas por el Consejo 
de Estado, en virtud del numeral 2, del artículo 237 
de la Constitución Política que disponía que estas 
tendrían efectos hacia el futuro y de “cosa juzgada 
constitucional”, declaró exequible, por los cargos 
analizados, el inciso tercero del artículo 189 de la Ley 
1437 de 2011, salvo la expresión “constitucional” 
que se declara inexequible.

En la citada sentencia, la Corte Constitucional 
consignó:

Desde otra perspectiva, fundada en la premisa 
del control sobre la totalidad del ordenamiento 
jurídico, las funciones del Consejo de Estado que 
censura el actor, salvo el efecto “constitucional” 
de la cosa  juzgada (consecuencia exclusiva del 
control jurisdiccional que ejerce esta Corte, artículo 
243 de la carta política, como supremo tribunal 
en lo constitucional), son resultado necesario 
de la preceptiva superior, en lo que no aparezca 
adjudicado a esta corporación, entendimiento 
advertido desde hace dos décadas, destacando 
la imposibilidad de que alguna norma se halle 
exenta de control superior.No obstante lo indicado 
en precedencia, la Corte debe puntualizar que 
los decretos o actos de carácter general cuya 
expedición de ordinario o de manera transitoria, la 
Constitución le atribuye a otros órganos distintos 
del Congreso de la República, siempre que regulen 
asuntos sometidos a reserva ordinaria o especial 
de ley, se encuentran excluidos de la competencia 
del Consejo de Estado, corporación a la que le 
corresponde conocer, en términos del artículo 237-2 
de la carta política, los que no son de competencia 
de la Corte Constitucional.

Así, esta corporación procederá a declarar 
exequible el inciso 2° del artículo 135 de la Ley 
1437 de 2011, en el entendido de que el control 

abstracto de constitucionalidad de los actos allí 
contemplados, que tengan contenido material de 
ley, debe ser ejercido por la Corte Constitucional, 
conforme lo explicado en la jurisprudencia 
reseñada, la cual, en la medida de su efecto de cosa 
juzgada constitucional y como precedente judicial, 
es de carácter obligatorio, a partir de los principios 
y los valores que consagran la primacía e integridad 
de la propia Constitución Política.

Paralelamente, la Corte Constitucional juzga 
necesario precisar y reiterar que se hallan excluidos 
del control abstracto de exequibilidad por parte de 
esta corporación, los decretos o actos reseñados 
en el acápite 6.3 de esta providencia, competencia 
que corresponde a la jurisdicción contencioso 
administrativa, en términos de los artículos 237-2 
superior, 135 y 137 de la Ley 1437 de 2011.

7.2. De otra parte, se declarará la exequibilidad de 
los efectos concedidos a las sentencias de nulidad por 
inconstitucionalidad, consagrados en el inciso 3° del 
artículo 189 de la Ley 1437 de 2011, en la medida en 
que, conforme al modelo de control abstracto fijado 
por el constituyente, el Consejo de Estado, en la 
esfera estricta de su competencia residual (artículo 
237-2 Const.), concurre con la Corte  Constitucional 
a velar por la supremacía e integridad de la carta 
política, para garantizar así su inviolabilidad, en 
cuanto a los principios, los valores, las reglas, los 
deberes y los derechos allí instituidos, como cuerpo 
político y jurídico fundamental del Estado y de la 
sociedad, además de contribuir a la consolidación y 
eficacia del precedente judicial, en ejercicio de esa 
competencia y función pública esencial.

Empero esta Corte, según se volverá a explicar 
más adelante, debe declarar inexequible el vocablo 
“constitucional”, contenido en ese mismo precepto, 
por cuanto le otorga a las decisiones del Consejo 
de Estado una consecuencia que la carta política no 
le extiende, además de no avenirse a lo dispuesto 
en el fallo C-037 de 1996, ampliamente citado, por 
medio del cual se decidió definitivamente sobre la 
exequibilidad del proyecto de Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia original.




